
 
JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE ANDES   

Diecinueve de diciembre de dos mil veintidós  

ÁLVARO DE JESÚS CARTAGENA PENAGOS, CLEMENTE DE JESÚS VELÁSQUEZ, 

DAIRON ANDRÉS HERNÁNDEZ OSORIO, DIEGO LUÍS GONZÁLEZ TORO,  DIEGO 

LUÍS QUINTERO OLAYA, GLADIS ELENA LÓPEZ GALLEGO,  GUILLERMO LEÓN 

AGUDELO AGUDELO,  HERMES DE JESÚS ÁLVAREZ GÓMEZ, INÉS AMPARO 

SÁNCHEZ RESTREPO,  JAVIER MAURICIO LONDOÑO AGUDELO,  JUAN CARLOS 

ARBOLEDA PULGARÍN,  JUAN CARLOS RUÍZ PALACIO,  LUÍS GONZAGA HERRERA 

LOAIZA,  LUIS GUILLERMO SUÁREZ ROMERO,  MARÍA PIEDAD ARTEAGA MARÍN, 

Radicado  05034 31 12 001 2022 00304 00 

Proceso VERBAL  

Demandante ÁLVARO DE JESÚS CARTAGENA PENAGOS, 

CLEMENTE DE JESÚS VELÁSQUEZ, DAIRON ANDRÉS 

HERNÁNDEZ OSORIO, DIEGO LUÍS GONZÁLEZ 

TORO,  DIEGO LUÍS QUINTERO OLAYA, GLADIS 

ELENA LÓPEZ GALLEGO,  GUILLERMO LEÓN 

AGUDELO AGUDELO,  HERMES DE JESÚS ÁLVAREZ 

GÓMEZ, INÉS AMPARO SÁNCHEZ RESTREPO,  JAVIER 

MAURICIO LONDOÑO AGUDELO,  JUAN CARLOS 

ARBOLEDA PULGARÍN,  JUAN CARLOS RUÍZ 

PALACIO,  LUÍS GONZAGA HERRERA LOAIZA,  LUIS 

GUILLERMO SUÁREZ ROMERO,  MARÍA PIEDAD 

ARTEAGA MARÍN, CAROLINA GIL ARTEAGA,  

MAURICIO DE JESÚS AGUDELO RUÍZ,  MAURICIO DE 

JESÚS MONTOYA RUÍZ, OMAR VÉLEZ OSORIO,  

RICARDO ANTONIO PAMPLONA,  RODRIGO SÁNCHEZ 

QUINTERO,  ALIRIO DE JESÚS JARAMILLO 

JARAMILLO,  BEATRIZ ELENA MONÁ ARANGO,  

NÉSTOR ADRIEL BUITRAGO SERNA, LUZ FANNY 

QUINTERO OLAYA,  ESAÚ HARLEN GUERRA GARCÍA,  

SANTIAGO DE JESÚS ORTIZ BEDOYA,  JESÚS MARÍA 

ORTIZ BEDOYA, MESÍAS DE JESÚS ORTIZ BEDOYA,  

URIEL DE JESÚS ARBOLEDA TAVERA,  JUAN DIEGO 

FERNÁNDEZ CASTRILLÓN,  EMILSE DE JESÚS 

CASTRILLÓN RUIZ 

Demandado COOPERATIVA   DE   CAFICULTORES   DE   ANDES   

LTDA.   EN LIQUIDACIÓN FORZOSA 

ADMINISTRATRIVA Y  FEDERACIÓN NACIONAL DE 

CAFETEROS DE COLOMBIA – FNC,   

Asunto  INADMITE DEMANDA 

Auto interlocutorio 628 



CAROLINA GIL ARTEAGA,  MAURICIO DE JESÚS AGUDELO RUÍZ,  MAURICIO DE 

JESÚS MONTOYA RUÍZ, OMAR VÉLEZ OSORIO,  RICARDO ANTONIO PAMPLONA,  

RODRIGO SÁNCHEZ QUINTERO,  ALIRIO DE JESÚS JARAMILLO JARAMILLO,  

BEATRIZ ELENA MONÁ ARANGO,  NÉSTOR ADRIEL BUITRAGO SERNA, LUZ 

FANNY QUINTERO OLAYA,  ESAÚ HARLEN GUERRA GARCÍA,  SANTIAGO DE 

JESÚS ORTIZ BEDOYA,  JESÚS MARÍA ORTIZ BEDOYA, MESÍAS DE JESÚS ORTIZ 

BEDOYA,  URIEL DE JESÚS ARBOLEDA TAVERA,  JUAN DIEGO FERNÁNDEZ 

CASTRILLÓN,  EMILSE DE JESÚS CASTRILLÓN RUIZ, confieren poder a abogado 

inscrito para que, en su nombre y representación, incoe ante este despacho 

judicial un proceso verbal en contra de la COOPERATIVA   DE   CAFICULTORES   

DE   ANDES   LTDA.   EN LIQUIDACIÓN FORZOSA ADMINISTRATRIVA, 

representada legalmente su  LIQUIDADOR,  señor  JOSE  WILLIAM  VALENCIA  

PEÑA, así como en contra de LA FEDERACIÓN NACIONAL DE CAFETEROS DE 

COLOMBIA – FNC,  representada legalmente por el señor ROBERTO VÉLEZ 

VALLEJO o por quien haga sus veces. 

El apoderado judicial, en ejercicio del mandato judicial, incoa la acción 

declarativa para la que había sido facultado, misma que, conforme lo permite el 

numeral 7° del artículo 90 del código general del proceso,  le será inadmitida 

por falta del requisito de procedibilidad de la conciliación extrajudicial  en 

derecho de que habla el artículo 38 de la Ley 640 de 2001 (modificado por el 

artículo 622 de la Ley 1564 de 2012). 

 

En efecto,  el Juez debe examinar el cumplimiento de los requisitos de 

procedibilidad, sustanciales y formales de una demanda cuando la misma es 

puesta a su disposición para estudiar su admisibilidad y en el presente caso,  en 

el que dicho sea de paso se hizo una acumulación subjetiva de pretensiones1,  

no se  probó que los demandantes hubieran  a la conciliación prejudicial que se 

requiere en estos casos  antes de acudir ante la jurisdicción. 

Fuera de lo anterior la conciliación extrajudicial en derecho como requisito de 
procedibilidad no es necesaria  cuando se manifieste  que se ignora el domicilio, 

el lugar  de habitación y el lugar de trabajo  del demandado, o que éste se 

                                                           
1 la Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso), en el artículo 88, regula lo ateniente a la acumulación 
subjetiva de pretensiones en el inciso final del numeral tercero, el cual, señala en su parte pertinente: 
 
“También podrán formularse en una demanda pretensiones de uno o varios demandantes o contra uno o varios 
demandados, aunque sea diferente el interés de unos y otros, en cualquiera de los siguientes casos: 
a) Cuando provengan de la misma causa. 
 b) Cuando versen sobre el mismo objeto. 
 c) Cuando se hallen entre sí en relación de dependencia. 
 d) Cuando deban servirse de unas mismas pruebas. 
 
En las demandas ejecutivas podrán acumularse las pretensiones de varias personas que persigan, total o 
parcialmente, los mismos bienes del demandado.” 
 

De lo señalado por el artículo 88 del CGP, resulta importante resaltar, que las circunstancias que en este se 
contemplan, para la acumulación subjetiva de pretensiones, no son concurrentes, con lo cual basta que se de 
alguno de los supuestos contemplados por la norma, para que la acumulación sea procedente. 



encuentra ausente y no se conoce su paradero  y, además, cuando se solicita el 

decreto y práctica de medidas cautelares o es indispensable demandar o citar 
indeterminados, pero, ninguna de estas circunstancias  fue alegado o pedida 

por la parte actora (artículo 35 de la Ley 640 de 200, modificado por el artículo 
52 de la Ley 1395 del 12 de julio de 2010 y 621 de la ley 1564 de 2012). 

Por otro lado el inciso 5° del Artículo 6° de la ley 2213 de 2.022 prescribe que 
“En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades 

administrativas que ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten 
medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 
notificaciones el demandado, el demandante, al presentar la demanda, 

simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia de ella y de sus 
anexos a los demandados.” y en el presente caso no se probó que la parte 

demandante hubiera cumplido con tal obligación procesal. 

Fuera de lo antes dicho es menester indicar que el numeral 4° del artículo 82 

del código procesal civil vigente prescribe que la demanda con que se inicie todo 
proceso debe contener “Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad.” 
y en el caso en estudio, en el que se hizo una acumulación de pretensiones,  era 

obligación del actor especificar -por cada parte-  que es lo que quiere que el 
juez determine y no de modo general como lo hizo en su escrito introductorio 

de la acción declarativa que aquí nos convoca2.  

Por otro lado,  el código general del proceso estableció los requisitos de forma 

y los anexos que deben acompañar al escrito de demanda (artículos 82, 83 y 
84) y uno de ellos es la exigencia del poder, cuyos requisitos están contenidos 
en el artículo 74 de tal codificación por ser el documento mediante el cual se 

materializa el derecho de postulación.  

Con relación a la carencia de poder y a la insuficiencia del mismo, debe indicarse 
que la norma procesal prevé consecuencias diferentes. Así, tratándose de la 
ausencia total de poder, si esta no es advertida al momento de la admisión de 

la demanda deviene en una causal de nulidad, tal como dispone el artículo 133 
del Código General del Proceso. Si de lo que se trata es de la insuficiencia o 

imprecisiones contenidas en el poder, aquellas se tramitan por vía exceptiva con 

                                                           
2 “Que se declare la inexistencia de los contratos de VENTA DE CAFÉ CON ENTREGA FUTURA CELEBRADOS ENTRE LA 

COOPERATIVA DE CAFICULTORES DE ANDES LIMITADA como compradora mis poderdantes como vendedores, en los términos 

del Artículo 1870:” 

 



el fin de enervar la aptitud sustantiva de la demanda, sin prejuicio de que, por 

tener vocación de subsanabilidad, el juez pueda proceder al saneamiento. Por 
ser así, el numeral quinto del artículo 100 del Código General del Proceso 

establece que la falta de los requisitos formales ─dentro de los que se encuentra 
el poder, torna en inepta la demanda y habilita a la parte demandada para 
formular la excepción previa que se rotula o nomina como “ineptitud de la 

demanda por falta de los requisitos formales. 
 

 
En cuanto a los requisitos que deben cumplir los poderes especiales,  se advierte 
que el artículo 74 del Código General del Proceso contempla la necesidad de que 

se determine en estos de manera clara y concreta los asuntos materia del poder, 
cuestión esta que no es exigible respecto de los poderes generales por no ser 

otorgados para un asunto especifico. En relación con el alcance de la 
determinación y claridad que se exige en los poderes especiales, lo que se busca 
es que tengan unos requisitos esenciales mínimos que permitan unificar sus 

alcances y límites, esto, sin perjuicio de que puedan existir otras exigencias de 
carácter legal que resulten aplicables según la naturaleza de la gestión que se 

pretenda. En todo caso, el contenido básico de un poder especial ser expreso: 
(i) los nombres y la identificación del poderdante y del apoderado; (ii) el objeto 

de la gestión para la cual se confiere el mandato, relacionado con la posición 
jurídica que ostenta o pretende ostentar el poderdante; (iii) los extremos de la 
litis en que se pretende intervenir.  En cuanto a las facultades otorgadas en el 

poder, no es menester pormenorizarlas a menos que la ley exija que alguna de 
ellas deba aparecer de manera explícita, pues, de lo contrario, se entiende que 

el mandato es conferido con aquellas necesarias para defender la posición 
jurídica que le es confiada al apoderado y que se desprende del objeto de la 
gestión que obre en el poder, tal como se desprende del artículo 77 del Código 

General del Proceso. 
 

 
Todo lo dicho en los tres últimos párrafos para significarle al apoderado de los 
actores que el poder que les fuera conferido por los aquí demandantes debe y 

tiene que ser corregido puesto que tales documentos no cumplen con todas las 
exigencias legales; esto por cuanto en los mismos se facultó al togado que 

presentó la demanda para incoar un proceso verbal, lo que es contrario al 
requisito de especificidad que acompaña a tales convenios y que restringe lo 
que el apoderado puede hacer. 

 
 

En el caso a estudio se puede deducir que la facultad otorgada al apoderado es 
tan amplia que permite que éste presente cualquiera de  los procesos verbales 
enlistados en el código general del proceso y, en virtud de ello deberá anexar 

documento que determine, con precisión y claridad,  el asunto para el que fue 
apoderado. 

 
 
Por lo expuesto y reiterando que la presente demanda no cumple con los 



requisitos formales y no se acompañó con ella los anexos de ley, la 

inadmitiremos para que el demandante la subsane en el término de cinco (5) 
días, so pena de rechazo. Vencido el término para subsanarla el juez decidirá si 

la admite o la rechaza. 
 
 

Por lo anterior, el JUZGADO CIVIL DELCIRCUITO DE ANDES, ANTIOQUIA  
 

 

 

 

RESUELVE 

 

 

 

 
PRIMERO: INADMIITIR la demanda verbal incoada por ÁLVARO DE JESÚS 

CARTAGENA PENAGOS, CLEMENTE DE JESÚS VELÁSQUEZ, DAIRON ANDRÉS 

HERNÁNDEZ OSORIO, DIEGO LUÍS GONZÁLEZ TORO,  DIEGO LUÍS QUINTERO 

OLAYA, GLADIS ELENA LÓPEZ GALLEGO,  GUILLERMO LEÓN AGUDELO 

AGUDELO,  HERMES DE JESÚS ÁLVAREZ GÓMEZ, INÉS AMPARO SÁNCHEZ 

RESTREPO,  JAVIER MAURICIO LONDOÑO AGUDELO,  JUAN CARLOS ARBOLEDA 

PULGARÍN,  JUAN CARLOS RUÍZ PALACIO,  LUÍS GONZAGA HERRERA LOAIZA,  

LUIS GUILLERMO SUÁREZ ROMERO,  MARÍA PIEDAD ARTEAGA MARÍN, 

CAROLINA GIL ARTEAGA,  MAURICIO DE JESÚS AGUDELO RUÍZ,  MAURICIO DE 

JESÚS MONTOYA RUÍZ, OMAR VÉLEZ OSORIO,  RICARDO ANTONIO PAMPLONA,  

RODRIGO SÁNCHEZ QUINTERO,  ALIRIO DE JESÚS JARAMILLO JARAMILLO,  

BEATRIZ ELENA MONÁ ARANGO,  NÉSTOR ADRIEL BUITRAGO SERNA, LUZ 

FANNY QUINTERO OLAYA,  ESAÚ HARLEN GUERRA GARCÍA,  SANTIAGO DE 

JESÚS ORTIZ BEDOYA,  JESÚS MARÍA ORTIZ BEDOYA, MESÍAS DE JESÚS ORTIZ 

BEDOYA,  URIEL DE JESÚS ARBOLEDA TAVERA,  JUAN DIEGO FERNÁNDEZ 

CASTRILLÓN,  EMILSE DE JESÚS CASTRILLÓN RUIZ, en contra de la 

COOPERATIVA   DE   CAFICULTORES   DE   ANDES   LTDA.   EN LIQUIDACIÓN 

FORZOSA ADMINISTRATRIVA, representada legalmente su  LIQUIDADOR,  señor  

JOSE  WILLIAM  VALENCIA  PEÑA, así como en contra de LA FEDERACIÓN 

NACIONAL DE CAFETEROS DE COLOMBIA – FNC,  representada legalmente por 

el señor ROBERTO VÉLEZ VALLEJO o por quien haga sus veces, por no  cumplir 

con los requisitos formales y no  acompañarse con ella los anexos de ley. 

 

 
SEGUNDO: Conceder al actor un término de término de cinco (5) días, so pena 

de rechazo, para que corrija su demanda y allegue la documentación echada de 
menos por el despacho. Vencido el término para subsanarla se decidirá si se 

admite o se rechaza. 



 

 
TERCERO: Reconocer personería para actuar en representación de los 

demandantes al abogado FERNANDO ALBERTO GARCÍA FORERO, portador de la 
tarjeta profesional número 78.165 del Consejo Superior de la Judicatura. 
 

 

 

 

 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

    

 

 

 

 

CARLOS ENRIQUE RESTREPO ZAPATA 

JUEZ 
Firma escaneada conforme el artículo 11 del Decreto 491 del 28 

de marzo de 2020 del Ministerio de Justicia y del Derecho. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE ANDES  

 Se notifica el presente auto por ESTADO No. 001 

de 2023 en el micrositio de la Rama Judicial. 

 

Claudia Patricia Ibarra Montoya 

Secretaria 

 

 

 

 

Claudia Patricia Ibarra Montoya 

Secretaria 

 


